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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el señor Jorge Mario Domínguez Medina, presidente de la asociación Sindical de servidores Públicos de Risaralda contra el Ministerio de Trabajo.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 

2.1. Narró el actor que la Asociación Sindical de Servidores Públicos del Departamento de Risaralda, la cual preside, con personería jurídica 120 del 30 de mayo de 2002, presentó pliego de peticiones el día 30 de diciembre de 2015 al Departamento de Risaralda, para lo cual dicho sindicato nombró al doctor Óscar Fernando Mejía Moreno como árbitro, quien se posesionó el 16 de junio de 2016.

Por su parte, el Departamento de Risaralda designó como árbitro a la doctora Caterine Arcieri Arenas, quien posteriormente se declaró impedida, sin que la entidad territorial hubiera vuelto a designar árbitro para integral el tribunal de arbitramento.
Mediante comunicación del 29 de julio de 2016, el Ministerio del Trabajo le comunicó al accionante la  designación del árbitro para la Gobernación de Risaralda se llevaría a cabo el 11 de agosto de 2016 a las 10:40 a.m.
El 30 de septiembre de 2016 recibió una nueva comunicación por parte del Ministerio del Trabajo donde se le comunicó que la designación del árbitro para la Gobernación de Risaralda se haría el 14 de octubre de 2016 a las 9:40 a.m.

El 3 de noviembre de 2016 el accionante solicitó al Ministerio del Trabajo que le notificara el nombre del árbitro que representaría a la Gobernación de Risaralda, petición que no fue respondida por esa dependencia.
El 2 de febrero de 2017 el Ministerio del Trabajo le remitió al actor la Resolución No.5616 del 27 de diciembre de 2016 por medio de la cual se enteró que el doctor Gabriel Calvo Quintero había sido designado directamente por la Gobernación de Risaralda como su árbitro, sin que en dicho acto administrativo se hiciera alusión al acta de posesión del árbitro aludido.

Por lo tanto, el accionante consideró que  de conformidad con el artículo 2.2.2.9.5 del Decreto 1072 de 2015, el Departamento de Risaralda fue renuente para la designación de su árbitro, ya que si se había programado en dos ocasiones fecha para el nombramiento del mismo, no entiende de dónde sale el nombre del doctor Gabriel Calvo Quintero, lo que significa que su nominación fue extemporánea, por fuera de sorteo.

De acuerdo a lo anterior, el accionante solicitó proteger los derechos fundamentales de petición y debido proceso vulnerados a la Asociación Sindical de Servidores Públicos del Departamento de Risaralda, y como consecuencia de ello, se ordene al Ministerio del Trabajo: i) que proceda a efectuar el sorteo para designar el árbitro que represente a la Gobernación de Risaralda, ii) una vez hecho lo anterior, proceda a contestar el derecho de petición del 3 de noviembre de 2016, informando el nombre del respectivo árbitro, copias de las actas de sorteo, nombramiento y posesión respectivas y iii) designar por sorteo un tercer árbitro.
2.2. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) certificado de inscripción de la Asociación Sindical de Servidores Públicos del Departamento de Risaralda, ii) constancia que da cuenta que el señor Jorge Mario Domínguez Medina es el presidente de la organización sindical antes referida; iii) comunicación del 29 de julio de 2016 donde el Ministerio del Trabajo notifica al accionante el sorteo del árbitro para el tribunal de arbitramento;  iv) comunicación del 30 de septiembre de 2016 donde el Ministerio del Trabajo notifica al accionante el sorteo del árbitro para el tribunal de arbitramento; v) derecho de petición del 3 de noviembre de 2016 y v) Resolución No.5616 del 27 de diciembre de 2016 por medio de la cual el Ministerio del Trabajo convoca e integra un Tribunal de Arbitramento Obligatorio en el Departamento de Risaralda (Fls. 6-13)

2.3. Mediante auto del 27 de marzo de 2017 se avocó el conocimiento de la presente acción, en el que se ordenó correr traslado de la demanda al Ministerio del Trabajo y se ofició a la Viceministra de Relaciones Laborales e Inspección del Ministerio del Trabajo que aportara los datos de ubicación del señor Gabriel Calvo Quintero (folio 16).  
2.4.  Mediante auto del 4 de abril de 2017, se vinculó al Departamento de Risaralda (Fl. 63)

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA

3.1. MINISTERIO DEL TRABAJO

El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio del Trabajo informó que el Viceministerio de Relaciones Laborales e Inspección contestó de forma clara y de fondo la solicitud del accionante, mediante el oficio No.08SE201720000007507  del 30 de marzo de 2017, el cual se puso en conocimiento al peticionario a través del correo electrónico suministrado por él asociacionsindicaldeservidores@gmail.com
Por lo tanto, consideró que se está frente a una carencia de objeto, toda vez que la situación que dio origen a la demanda, ha cesado, despareciendo toda posibilidad de amenaza o vulneración a los derechos fundamentales.  Por lo tanto, solicitó que se declare la improcedencia de la acción de tutela y en consecuencia, se exonere de toda responsabilidad al Ministerio del Trabajo. (Fls. 23-25)

Adjuntó copia del oficio No.08SE201720000007507  del 29 de marzo de 2017 (Fl. 27), el que fue enviado al correo electrónico antes dicho (Fl. 29), con los anexos (Fls. 31-62)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la entidad demandada vulneró a la Asociación Sindical de Servidores Públicos del Departamento de Risaralda, los derechos fundamentales de petición y debido proceso, tal como lo señaló el señor Jorge Mario Domínguez Medina, de manera tal, que amerite la concesión del amparo.  

4.3.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.3.3.  Con respecto a los derechos de las personas jurídicas, la Corte Constitucional ha señalado que existe la posibilidad de que se obtenga su amparo a través de la acción de tutela, siempre y cuando se evidencie vulneración o amenaza de un derecho fundamental del que puedan ser sujetos. Es decir, que se excluye del ámbito de protección derechos que, como el derecho a la vida digna, sólo pueden existir en razón de la persona humana. Al respecto, en la Sentencia T- 1166 de 2004 dicha Corporación indicó lo siguiente con respecto a los derechos fundamentales de las asociaciones sindicales, así:

 
“(…) las asociaciones sindicales tienen como objetivo primordial el de proteger los intereses de sus afiliados frente al patrono, éstas adquieren un papel preponderante en lo atinente al manejo de las relaciones obrero - patronales, pues sus decisiones afectan en forma definitiva los derechos de los trabajadores, dentro de su función de promover el mejoramiento de las condiciones laborales.
En este sentido, la Corte ha precisado que los sindicatos están legitimados para asumir tanto su propia defensa, como la de los trabajadores que los integran.[1] Además, la Corporación tiene establecido que, como el sindicato representa los intereses de la comunidad de los trabajadores, con arreglo a las funciones generales que le son propias, según el art. 372 del C.S.T, su legitimación para instaurar la acción de tutela no sólo proviene de su propia naturaleza que lo erige en personero de dichos intereses, sino de las normas de los artículos 86 de la Constitución y 10 del Decreto 2591 de 1991, según los cuales la tutela puede ser instaurada por el afectado o por quien actúe en su nombre o lo represente[2].
4.3.4. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. (Subrayas nuestras)
4.3.4. En la Sentencia T-146 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.
i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”
4.4. En lo que tiene que ver con el derecho al debido proceso, el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia dispone que el debido proceso debe aplicarse a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Entendido el derecho al debido proceso administrativo como la garantía a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que la afectación o la privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado, no pueda hacerse con detrimento de sus derechos fundamentales. En este sentido, se ha pronunciado la Corte Constitucional
 de la siguiente manera: 

“El debido proceso en los asuntos administrativos implica que el Estado se sujete a las reglas definidas en el ordenamiento jurídico, no solamente en las actuaciones que se adelanten contra los particulares para deducir responsabilidades de carácter disciplinario o aquellas relativas al control y vigilancia de su actividad, sino en los trámites que ellos inician para ejercer un derecho ante la administración o con el objeto de cumplir una obligación.
El artículo 29 de la Constitución señala que el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, e incluye como elemento básico del mismo la observancia "de la plenitud de las formas propias de cada juicio", lo que en materia administrativa significa el pleno cumplimiento de lo prescrito en la ley y en las reglas especiales sobre el asunto en trámite.

En último término, de lo que se trata es de evitar que la suerte del particular quede en manos del ente administrativo. Por lo cual, todo acto arbitrario de éste, entendido por tal el que se aparta de las normas aplicables, para realizar su propia voluntad, implica violación del debido proceso. Entendido el derecho al debido proceso administrativo como la garantía a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que la afectación o la privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado, no pueda hacerse con detrimento de sus derechos fundamentales.”

4.5. DEL CASO EN CONCRETO

4.5.1. En el caso sub examine, el señor Jorge Mario Domínguez Medina, como presidente de la Asociación Sindical de Servidores Públicos del Departamento de Risaralda, acudió al juez de tutela con el fin de que le fueran amparados sus derechos fundamentales de petición y debido proceso.  
4.5.2. En primer lugar, el actor consideró que el Ministerio del Trabajo no dio respuesta a su petición del 3 de noviembre de 2016, por medio de la cual había solicitado que le fuera informado oportunamente, el nombre del árbitro designado para representar al Departamento de Risaralda en lo relativo al pliego de peticiones  presentados (Fls. 10 y 11).  Al respecto, debe señalarse que el señor Domínguez Medina verificó el presupuesto indicado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional  en la Sentencia T-010 de 1998, en la que se refirió lo pertinente a la carga de la prueba que le asiste al solicitante de haber elevado un derecho de petición con el fin de inferir  la autoridad competente de responder el mismo.  Dicho Tribunal indicó lo siguiente:

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.”  (Subrayas nuestras)

4.5.2.1. Por su parte, el Ministerio del Trabajo adjuntó con la respuesta a la demanda de tutela copia de la comunicación No.08SE201720000007507  del 30 de marzo de 2017 (Fl. 27), la que fue enviada al correo electrónico asociacionsindicaldeservidores@gmail.com (Fl. 29) junto con los anexos (Fls. 31-62).   Así las cosas, este Tribunal advierte que si bien es cierto en principio el Ministerio del Trabajo había omitido dar una respuesta al accionante, también lo es que en el transcurso del presente trámite, se logró determinar que el motivo de amparo constitucional fue superado; en tal virtud, esta instancia en sede de tutela no está llamada a emitir pronunciamiento alguno ante la carencia actual de objeto, y por ende, no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger el derecho fundamental de petición invocado por el actor, con fundamento lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza:

“Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”

Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 
(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

 2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 

 
Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.

(..) El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en la tutela”[7].  (Subrayas nuestras)
4.5.2.2. Por lo tanto, se concluye que el Ministerio del Trabajo no sólo resolvió la solicitud del accionante, sino que lo hizo de manera clara, de fondo y lo envió a su correo electrónico, lo que significa que la entidad demanda cumplió con los requisitos propuestos para la materialización del derecho de petición, incluso previo al trámite que solicitó por vía de tutela, aún más cuando la Corte Constitucional tiene indicó que
: “(…) El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”

4.5.3. En segundo lugar,  consideró el accionante que con la Resolución 5616 del 27 de diciembre de 2016 el Ministerio del Trabajo al integrar el Tribunal de Arbitramento Obligatorio con el doctor Gabriel Calvo Quintero como árbitro para el Departamento de Risaralda, vulneró el derecho fundamental al debido proceso, toda vez que dicha designación debió efectuarse por ese Ministerio por medio de sorteo de la lista de árbitros, en atención a que el Departamento de Risaralda había sido renuente para la designación del mismo. Sin embargo, este Tribunal considera que si el señor Domínguez Medina no está de acuerdo con lo resuelto en el acto administrativo antes aludido, tiene a su disposición otro medio de defensa judicial para atacar el contenido del mismo, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contenciosa administrativa, por ser la vía de protección judicial idónea, en la que además existe la posibilidad de solicitar la suspensión provisional de la Resolución 5616 del 27 de diciembre de 2016, tal como lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 cuando reiteró que la acción de nulidad y la medida de suspensión provisional que puede adoptarse en ella son eficaces para tal fin, así: 

“La Corte ha concluido que la posibilidad que tienen los actores de acudir a la jurisdicción contencioso administrativa, a menos de que se evidencie la existencia de un perjuicio irremediable que amerite la protección constitucional como mecanismo transitorio, hace improcedente el amparo solicitado. Ha  considerado esta Corporación que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho (Art. 85 C.C.A)  es un instrumento procesal  idóneo y eficaz para alcanzar la protección judicial derivada de posibles irregularidades en el proceso disciplinario, teniendo en cuenta que al demandarse la nulidad de un acto administrativo se cuenta con la posibilidad de solicitar su suspensión provisional, por estimar que manifiestamente contradice una norma superior a la cual se encuentra subordinado, medida cautelar que hace perder al acto su fuerza ejecutoria mientras se emite la decisión de mérito sobre la legalidad de aquel (Arts. 238 C. Pol. y 152 y s.s C.C.A.). Además, en relación con el perjuicio irremediable, ha dicho la Corporación que la sanción disciplinaria en sí misma no puede considerarse un perjuicio de tal índole”.
 

Igualmente, el Consejo de Estado en sentencia de tutela de tutela de segunda instancia, interpuesta por el Alcalde de Bogotá
,  señaló que en la jurisdicción contencioso administrativa se pueden discutir los actos administrativos que se consideran vulneradores de derechos fundamentales; así:
(…) En estos términos, se concluye que: i) lo que ahora se discute a través de la acción de tutela se podrá discutir promoviendo el proceso de nulidad o nulidad y restablecimiento del derecho, teniendo en cuenta que: ii) que la suspensión provisional del nuevo código tiene la misma prontitud y eficacia protectora que la acción de tutela, por varias razones: a) porque se decide al iniciar el proceso, b) procede para evitar un “perjuicio irremediable”; y iii) porque la contradicción que se exige para suspender el acto administrativo ya no tiene el rigor y la exigencia del pasado: que sea ostensible; de hecho se puede hacer un estudio complejo para concluirlo.

(…) Inclusive y ante el hipotético argumento sobre la ineficacia de la medida, dada la exigencia de que se agote el requisito de procedibilidad referido a la conciliación previa a la admisión de la demanda, es evidente que el juez de lo contencioso administrativo pueda admitir la posibilidad de que el accionante presente la demanda y la solicitud de medida cautelar previamente al agotamiento de la conciliación prejudicial, al tenor de lo dispuesto por el artículo 234 de la Ley 1437 de 2011, que regula las medidas cautelares de urgencia:  “Desde la presentación de la solicitud y sin previa notificación a la otra parte, el Juez o Magistrado Ponente podrá adoptar una medida cautelar”.   (Subrayas propias)
4.5.3.1. Significa lo anterior, que el accionante, quien no demostró estar frente a un perjuicio irremediable, tiene a su alcance la jurisdicción contencioso-administrativa para invocar las razones aquí planteadas, con miras a que el juez natural tome la decisión que en derecho corresponda, máxime que en esa instancia también puede solicitarse la suspensión provisional, medida cautelar prevista por el Código Contencioso Administrativo contra los actos administrativos de contenido particular, siempre que se cumplan ciertos requisitos legales   lo que hace improcedente la demanda de amparo, según lo dispuesto en el artículo 6º numeral 1º del Decreto 2591 de 1991.  
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA

PRIMERO: DECLARAR LA EXISTENCIA DE UN HECHO SUPERADO dentro de la acción de tutela presentada por el señor Jorge Mario Domínguez Medina, en calidad de Presidente de la Asociación Sindical de Servidores Públicos del Departamento de Risaralda, en contra del Ministerio del Trabajo, con respecto al derecho de petición invocado.  

SEGUNDO: DECLARAR la improcedencia de la acción de tutela presentada por el señor Jorge Mario Domínguez Medina, en calidad de Presidente de la Asociación Sindical de Servidores Públicos del Departamento de Risaralda, en contra del Ministerio del Trabajo para solicitar el amparo al debido proceso.
TERCERO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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